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PRESIDE: Señor Representante Tabaré Hackenbruch Legnani. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Bentancor, Alfredo Cabrera, Ivonne Passada y Jorge 
Pozzi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala y Alicia Pintos. 


INVITADOS: — Por la Red de Sindicatos de Trabajadores de las Emergencias Móviles (REM), señores 
Héctor Pérez, Alvaro Picardo, José Francisco, Pedro Alvarez y enfermeros Manuel 
Rodríguez, Domingo Fittipaldi, Humberto Risso y Héctor Corbo. 


Por el Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines (SUNTMA), señores Jorge 
Vignolo, Wilson Martirena, José Franco, Aníbal Vaquero y Osmar Viera. 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a los integrantes de la delegación de la Red 
de Sindicatos de Trabajadores de las Emergencias Móviles REM, a los señores Héctor Pérez, Álvaro Picardo, 
José Francisco y Pedro Álvarez, y a los enfermeros Manuel Rodríguez, Domingo Fittipaldi, Humberto Risso 
y Héctor Corbo. 


Nosotros ya los habíamos recibido en este ámbito en otra oportunidad y nuevamente han solicitado una 
entrevista, a la cual le dimos trámite lo más pronto posible con la idea de que quizás el planteo que realicen 
se desarrolle en la misma línea de la entrevista anterior. En su momento habrán recibido información acerca 
de los pasos que dio esta Comisión después de su comparecencia. 


SEÑOR RISSO.- En nombre de todos los sindicatos de las emergencias móviles, agradecemos que nos 
hayan recibido. 


Como bien decía la señora Presidenta, en junio de 2007 otros compañeros junto con algunos de los que están 
aquí se presentaron con una preocupación que hoy nos trae nuevamente a este ámbito. En ese momento 
todavía estaba a estudio el proyecto que hoy es la Ley N* 18.211 que crea el Sistema Nacional Integrado de 
Salud. En esa oportunidad vinimos a hacer planteos en el entendido de cómo entendíamos debería funcionar 
este sistema, sobre todo en el caso de los trabajadores de las emergencias móviles. Somos un sector diferente 
a las mutualistas, y en esa diferenciación se plantea la integración al sistema con una complementación que 
entendíamos debía prestarse con todo el paquete que hoy las empresas brindan a los usuarios. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Hackenbruch Legnani) 


Ya en aquel entonces se planteaba la incertidumbre de cómo iba a ser la integración de las 
emergencias móviles, lo cual hoy, con los hechos consumados, nos trae aquí con redobladas 
preocupaciones y con mayor incertidumbre con respecto a las fuentes de trabajo en el sector, ya que los 
planteos hechos por la REM no fueron contemplados por esta ley. 


¿Por qué decimos esto? Porque hoy estamos tratando lo hemos planteado a nivel de la JUNASA, del 
Ministerio de Salud Pública y en Comisiones con el contador Olesker la suspensión del decreto que regula 
solamente a las emergencias móviles en la aplicación de la Clave 1, que es la única prestación con la cual el 
sistema integraría la asistencia de estas empresas. De esta manera, por intermedio del prestador integral se 
utilizarían los servicios de las emergencias móviles solo para la Clave 1. Eso es lo que está planteado en los 
decretos vigentes, lo que ha generado reuniones a todo nivel. En una oportunidad, conjuntamente con la 
Cámara de Empresas de Emergencias Móviles y a nivel del Ministerio de Salud Pública, se llevó adelante 
una negociación entre todos los actores, tanto empresarios como trabajadores, pero no tuvo frutos porque se 
citó una sola vez y no se llegó a solución alguna. No siguieron las negociaciones con relación a cómo ponerse 
de acuerdo las empresas con el Ministerio y a cuánto se les iba a pagar por la prestación de la Clave 1 a nivel 
del mutualismo. A partir de esto, las empresas han comenzado a hacer reestructuras previendo los posibles 
problemas que les podrá implicar la prestación de la Clave 1. 


Hemos visto que empresas que no están reguladas en el mercado tampoco lo son por la ley desde el punto de 
vista asistencial ni económico, sino que se las deja en la misma situación en que están y solo se las 
incorporaría, como ya dije, en la prestación del servicio de Clave 1, que sería contratado por las mutualistas. 
A nivel de la Comisión del Ministerio de Salud Pública en la que se consideró la parte económica se hicieron 
cálculos y se llegó a la conclusión de que se pagaría una cápita de $ 53 o $ 56 por la prestación de ese 
servicio. Para las patronales esa cifra es insuficiente e hicieron un planteo de $ 120, pero hasta el día de hoy 
no hay acuerdo al respecto. 


En reuniones que hemos tenido con representantes de la Cámara de Empresas de Emergencias Móviles nos 
informaron que esta situación implicaría reestructuras económicas. Esto se suma a que el decreto establece 
cierta regulación de funcionamiento solo para el servicio de Clave 1. Se define, por ejemplo, que ese servicio 
se debe brindar con un equipo de tres trabajadores: el chofer, el enfermero y el médico. Pero se agrega y aquí 
se empieza a notar una situación de inestabilidad con respecto a los puestos de trabajo que puede ser parte de 


ese equipo un auxiliar de enfermería, un licenciado en enfermería o un practicante. A partir de esto señalamos 
en todas las instancias que hemos tenido con el Ministerio y con las patronales, así como en el Parlamento, la 
semana pasada, que se ha incorporado la posibilidad de que las empresas contraten a un practicante como 
parte del equipo que sube a la ambulancia, lo que pone en riesgo los puestos de trabajo de enfermería. 
También hacemos notar que hay una contradicción, porque nosotros brindamos un servicio de asistencia en 
emergencia, con personal especializado. El chofer que sube a las ambulancias no es un chofer común, sino un 
conductor especializado, y así está establecido en los laudos de la FUS. Pero esto se desconoce y solo se 
establece que deberá ser un chofer. Este es un tema importante. Sin embargo, cuando en distintas reuniones 
con las comisiones de trabajo en el Ministerio de Salud Pública fueron varias: hablamos con Basso, con 
Rehermann, con Baz y también con Olesker preguntamos por qué no se respetaba lo logrado por la FUS, en 
el sentido de que el chofer debe ser un conductor especializado así han tenido que respetarlo las empresas, ya 
que no se trata de un conductor común sino que participa en la asistencia, se nos dijo que eso había que 
arreglarlo con la Intendencia. Entonces, advertimos que se hizo este decreto desconociendo la realidad del 
sector, y hoy se plantea que el chofer de la ambulancia puede ser cualquiera, cuando sabemos que en esta 
área de asistencia el chofer no puede ser un taximetrista o un camionero, sino un conductor especializado. 
Además, nosotros siempre hemos exigido que las empresas capaciten a los choferes para la asistencia. Así lo 
hacen muchas empresas, pero otras no. Hay que tener en cuenta que ese chofer, cuando hay que salvar una 
vida, está ahí, con el enfermero y con el médico. Es indispensable no solo para manejar correctamente una 
ambulancia en situaciones de riesgo, con el estrés que conlleva andar en la calle, sino que colabora con el 
equipo asistencial hasta preparando sueros o reanimando a un paciente. No son choferes, pero en el decreto 
se establece "chofer". 


En el decreto también se agrega al practicante. Ya hubo intentos de que los practicantes pudieran trabajar en 
ambulancias, pero en los 8” y 11” Congresos de la FUS se dijo que eso no podía ser y se rechazó ese tipo de 
personal para las ambulancias. Hoy figura en el decreto, pero nadie sabe quién lo puso; hemos consultado a 
las Comisiones e, inclusive, al economista Olesker, y nadie sabe cómo llegó. Pero allí está y puede ser 
utilizado por las empresas. Sin embargo, esto presenta una contradicción, porque en el decreto se establece 
que hay que tener especialización en CTI. El enfermero que trabaja con nosotros no es un recién recibido que 
se sube a una ambulancia y atiende a la gente. La contradicción está en que, si bien el practicante es personal 
de salud, debe capacitarse, su meta es recibirse de médico y está bien que se capacite esto lo hemos discutido 
entre nosotros, pero no debería capacitarse en una ambulancia, sin conocimiento de lo que tiene que hacer y 
todavía quitando un puesto de trabajo a la enfermería. Esto lo rechazamos, pero figura en el decreto. 


Hemos mantenido reuniones en el Ministerio de Salud Pública, con el economista Olesker, donde planteamos 
rediscutir el decreto y que se procediera a la suspensión de su aplicación con este sistema integrado de Clave 
1, cuya puesta en funcionamiento está prevista para el 1” de enero de 2009, que lo vemos muy difícil porque 
no hubo negociaciones, una sola reunión, y no hubo acuerdo por el precio con las patronales 


Nosotros estamos planteando toda esta problemática, que nos lleva a una situación de inestabilidad laboral, 
pero también de inestabilidad de asistencia por parte de las empresas 


¿Por qué hablamos de inestabilidad de asistencia? Porque estas empresas nacieron para brindar un servicio de 
emergencia a la población y para ocupar un espacio que estaba y sigue estando mal atendido por parte de las 
mutualistas. Además, no tiene regulación. En algunos documentos de la FUS, de los sindicatos de las 
emergencias móviles, así como en la Comisión de Salud Pública del Senado, planteamos que estas empresas 
deberían estar reguladas desde el punto de vista asistencial y también económico, aunque eso ha quedado por 
el camino. Pero en lo asistencial, sin ser lo de la Clave 1, todo lo demás queda desregulado. Hay empresas 
que, para competir en el mercado, cada día ofrecen un nuevo servicio. Actualmente, con la emergencia móvil 
uno puede realizarse análisis, acceder a ginecólogos, a psicólogos, a un montón de prestaciones que se 
ofrecen para competir en el mercado y que llevan a que la asistencia real no sea aquella para la que han 
surgido y es en la que la gente piensa ante una situación de emergencia. Cuando una persona o un familiar 
tiene un problema de salud o un accidente, nadie piensa en llamar a la mutualista, sino a la emergencia móvil. 
Siempre se dice: "Llamá a la Coronaria". Claro, la Unidad Coronaria Móvil fue la primera y quedó como un 
eslogan. Lo cierto es que nadie piensa en llamar a otro servicio que no sea el de las emergencias móviles. 
Actualmente esto empieza a correr riesgo porque cuando se le dice a la población que se le dará la Clave 1 
integrada al sistema de salud como se escucha en alguna propaganda: "Tiene la emergencia móvil", sabemos 
que no es cierto. Solo se brindará el servicio de Clave 1, concreto, que todavía no se sabe qué alcance tendrá. 
Lo digo porque en las reuniones en que hemos participado en las Comisiones del Ministerio de Salud Pública 


había tres Comisiones: una técnica, una asistencial y otra económica, las patronales pretendían que por $ 53, 
que es lo que ofrece el Ministerio, se acotara al máximo el servicio de Clave 1 y se atendieran paros 
cardíacos, convulsiones, heridas graves y algo más, es decir, solo cuatro o cinco cosas. 


Entonces, uno empieza a ver cómo es la situación. El mutualismo sigue generando huecos que son 
aprovechados por estas empresas, porque cuando un usuario llama al médico de radio o al médico de 
urgencia para atender un dolor abdominal o una leve crisis asmática, las emergencias móviles los envían más 
rápido, y, además, cuentan con call centers más ágiles, con años de servicio y que dominan muy bien. 


Se dice que es cierto que atienden a 1:800.000 personas por año, y no es poca cosa. Por lo tanto, son 
empresas que no pueden quedar olvidadas ni mal integradas. Nosotros hicimos planteamientos para que se 
integrara todo el sistema de las emergencias móviles, con sus policlínicas y sus médicos, pero no se pudo; 
solo ofrecen integrar la Clave 1. Entonces, esa complementación e integración están resultando difíciles, lo 
que conlleva riesgos para los puestos de trabajo. 


Como trabajadores del sector, vemos que la asistencia a los usuarios por parte de estas empresas se va 
deteriorando y que los socios pueden llegar a pagar hasta dos veces por el mismo servicio: la cápita que tiene 
el mutualismo por la Clave 1 y los $ 56 que cobrarán las emergencias móviles por este servicio. Del dinero 
que estas empresas hoy cobran a sus afiliados para brindar el servicio que son $ 240, $ 260 o $ 280 
seguramente no descuenten los $ 56 que reciben por la Clave 1. 


Se nos dice que estas empresas tendrán crisis económicas y que, por ese motivo, deben realizar reestructuras. 
Se trata de una reestructura de un sistema que aún no comenzó y del que nosotros y la FUS, por escrito, 
pedimos que se suspenda su aplicación por un tiempo. Concretamente, solicitamos al Ministerio de Salud 
Pública un aplazamiento por ocho meses, a través de un documento que se entregó al economista Olesker 
hace cinco o seis días. Sin embargo, hoy hay reestructuras en todas las empresas. Hemos hablado con 
integrantes de la Cámara de Emergencias Médico Móviles del Uruguay y nos dijeron que, como Cámara, no 
iban a tomar ninguna medida en forma conjunta. Pero está clarito, cada uno, en su empresa, va a tomar las 
medidas de precaución necesarias. 


Entonces, cuando se dice que las empresas nunca echaron a nadie ni mandaron gente al seguro de paro, 
nosotros podemos presentar documentos al respecto. Yo hice un punteo, y podemos decir que en 1995 
algunas empresas echaron ciento veinte personas de un saque y que en 1998 más de doscientos compañeros 
se quedaron sin trabajo de un día para otro. Todo se debió a reestructuras o crisis, pero lo pagamos nosotros, 
los trabajadores. En otras empresas hubo envíos al seguro de paro y hasta tuvimos rebajas salariales del 21% 
de un momento al otro. Y hoy tenemos esos mismos problemas porque en el SUAT, por ejemplo, se 
realizaron nueve despidos; en la UCM se hizo una reestructura en los horarios de las policlínicas y de 
ambulancias y se despidió a diecisiete administrativos, promotores. Además, se está presionando y se está 
incentivando con dinero para que los trabajadores centralizados se retiren de las empresas; inclusive, hay 
presiones de los jefes y de los subjefes hacia los trabajadores para que se acojan a esos incentivos, y si no lo 
hacen, los echan. Eso está pasando hoy, y el sistema todavía no empezó a funcionar. 


Nosotros hemos pedido que la aplicación de este decreto se suspenda, y ellos también lo hicieron. En el día 
de ayer nos enteramos de que enviaron una carta al economista Olesker, solicitando que se suspenda la 
aplicación del decreto que comenzaría a regir a partir de enero de 2009 porque no hay acuerdo por la plata, 
no saben quién les va a pagar ni cómo va a ser la Clave 1 que tienen que dar. Mientras tanto, están realizando 
reestructuras. Y, por lo tanto, se pierden fuentes de trabajo y se profundiza la tercerización, porque esto se 
aplica en todas las empresas; el personal centralizado es el de menor cantidad, porque en la mayoría de las 
empresas el personal es tercerizado. 


Algún otro compañero pueda agregar alguna otra cosa que yo haya olvidado, pero quiero decir que venimos 
con una preocupación mayor que la que teníamos cuando concurrimos en 2007, ya que hay incertidumbre 
con respecto a lo que va a pasar con los puestos de trabajo la pérdida de algunos de ellos ya se están 
concretando y con la asistencia hacia el usuario, y, además, se están produciendo rebajas salariales. 


En realidad, estamos muy preocupados por todo esto. 


SEÑOR POZZI.- Quisiera hacer una pregunta. 


Si no entendí mal, a las emergencias se les pagaría una cápita por cumplir determinadas tareas. 


SEÑOR PÉREZ.- El Ministerio nos dio una escala a aplicar según la cantidad de personas afiliadas a 
cada una de las emergencias. De 0 a 250.000, se pagará una cápita de $ 53, la cual, con la regulación 
que va a llevar, quedará en aproximadamente $ 60. 


(Diálogos) 


——- Nosotros trabajamos en la parte económica como trabajadores no como contadores, porque de 
este lado del mostrador no tenemos, debemos contratarlos para que nos ayuden y podemos decir que el 
Ministerio va a pagar cápitas a las emergencias según la cantidad de afiliados. Reitero que hay una 
escala: de 0 a 250.000 afiliados pagará una cápita de $ 53; de 250.000 a 500.000 afiliados una de $ 39; 
por 750.000, una cápita de $ 34 y por un millón de afiliados, $ 31. Esto está enmarcado en el paquete de 
ASSE. Por lo tanto, estamos hablando de 800.000 personas que se incluirían en el servicio de 
emergencias. Por supuesto que no entrarían todas a una sola emergencia. Por ejemplo, las 800.000 
personas que se atienden en ASSE están divididas en todo el país, y entonces se va a catalogar en 
distinta medida la cantidad de dinero. 


SEÑOR POZZI.- Según entiendo, las emergencias conservarían sus actuales afiliados. 


SEÑOR PÉREZ.- Por ejemplo, el CASMU tiene 200.000 afiliados, de los cuales 50.000 corresponden al 
1727, 25.000 a la UCM, 25.000 al SUAT y 25.000 al SEMM. El sistema le va a pagar al CASMU el 
monto por la cantidad de personas dentro de su mutualista que tienen o tendrán cobertura de 
emergencia, y este debería hacerle una cheque a cada una de esas empresas por el servicio prestado 
por Clave 1. O sea que la cuenta que hay que hacer es 25.000 por $ 53, para cada una de las otras 
emergencias, y 50.000 que son los afiliados que tiene el 1727 en el CASMU por $ 53. 


SEÑOR POZZI.- ¿Eso lo recibirán todos los meses? 


SEÑOR PÉREZ.- Ese dinero ingresará todos los meses y desde el primer día, ya que no tiene ningún 
esquive. Por lo tanto, no se les va a mover la estantería como para que nosotros nos quedemos sin 
trabajo; por el contrario, las va a reforzar. 


SEÑOR POZZI.- Entonces, según lo ustedes piensan, aparte del servicio de Clave 1 que las 
emergencias estarán obligadas a prestar a los afiliados, estas cobrarían, aparte, el resto de los servicios, 
ya sea con la cuota actual u otra. Por lo tanto, cualquier ciudadano, común y silvestre, puede mantener 
su afiliación para atenderse por cualquier otra cosa que no esté comprendida en la Clave 1. 


(Diálogos) 
SEÑOR PICARDO.- Queremos hacer algunas puntualizaciones. 


Estamos de acuerdo con todo lo que dijo el señor Risso, pero vale hacer una aclaración. 


Nuestros sindicatos integran la Federación Uruguaya de la Salud, que durante muchos años ha venido 
peleando por el cambio del sistema de salud, al que avalamos, y vale aclararlo. Lo que nosotros venimos a 
decir aquí es que somos parte integrante del cambio y que en ese proceso, antes de que llegara a nuestro 
sector, primero hubo que cambiar cosas. 


Nosotros queremos participar en este cambio porque entendemos que hoy es necesario que el sector de 
asistencia pre-hospitalaria tenga su voz. Por eso estamos pidiendo que se aplace la implementación de este 
decreto, que no se empiece a aplicar a partir del 1” de enero de 2009 pues consideramos que algunos de sus 
puntos no fueron bien analizados, atentan contra los puestos de trabajo, atentan contra el laudo o se oponen a 
algunas de las definiciones del laudo o de las definiciones que algunos de los trabajadores de la salud hemos 
votado en distintos Congresos de nuestra Federación. 


¡Quería aclarar que no venimos acá para plantear que estamos en contra de una reforma, que las votamos en 
las distintas direcciones nacionales y en las asambleas que realizó nuestra Federación, porque nos sentimos 
parte de ese cambio. Simplemente, consideramos que no se entendió que hay un sector importante, que es la 
emergencia prehospitalaria, que se debe anexar a lo que hoy existe, que tiene que ser una parte más del 
mutualismo. Como decía el compañero Risso, nadie mejor que nosotros entiende lo que es la asistencia en el 
domicilio ni nadie la va a realizar mejor que nosotros. 


Cuando estuvieron otros compañeros en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social la semana pasada, 
algún legislador entendió como que eso podría atentar contra la fuente de trabajo. No es así, porque si hasta 
hoy, que el sanatorio brindaba asistencia intrahospitalaria y nosotros prehospitalaria, nunca hubo un problema 
laboral o de que se atentara contra otros puestos de trabajo, tampoco va a existir en el futuro. Nosotros 
entendemos que hay que ajustar las piezas, y todos vamos a quedar con trabajo, si se respetan el laudo y los 
acuerdos alcanzados. 


SEÑOR POZZI.- ¿Cuál es la afectación económica que tendrían las emergencias? De acuerdo con lo 
que nos están explicando acá, no parece que la fueran a tener. Yo no conozco bien el funcionamiento, 
pero si hoy tengo diez afiliados, cada uno me paga $ 280 para que les brinde un servicio que se supone 
que van a querer seguir teniendo y, en definitiva, esos $ 60 que vendrán ya salieron del desembolso que 
significó el FONASA para todo el mundo, no logro entender dónde está la afectación económica que 
implica que haya reestructuras o rebajas salariales. 


Hace tiempo vino la UCM porque hubo un lío tremendo y estaba a punto de quebrar; creo que todo eso se 
arregló porque UCM siguió y no hubo problemas. 


Más allá de la discusión sobre la cápita, que podrá ser $ 60, $ 80 o $ 120, no veo dónde está el problema 
desde el punto de vista económico para las prestadoras de servicios, para las empresas. Capaz que hay 
problemas en otros aspectos y, por ejemplo, el chofer deberá tener otra función. ¿Qué explicación se les ha 
dado de dónde va a estar la afectación? 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Vamos a ver si logramos encontrar el punto de equilibrio. Un factor es 
el económico, es decir, la comparación entre los ingresos en función del sistema de cápitas y los ingresos 
anteriores, para ver si eso representó o no una severa disminución para las empresas. Yo no lo sé. 


Otro aspecto es el que tiene que ver con las obligaciones y el famoso asunto de la Clave 1 y demás. Por 
supuesto, legítimamente se puede tener una valoración positiva del Sistema de Salud y no se trata de 
discutirlo aquí desde el punto de vista macro, pero les pregunto si las empresas, con menor o mayor razón, 
aprovechando la circunstancia más o menos, están en la tesitura de que el hecho de que ahora deben cumplir 
menos obligaciones que antes porque la Clave 1 representa determinadas prestaciones y no otras que antes 
estaban incluidas en el servicio, las determina a tener que hacer una reestructura en el sentido de un achique o 
un ajuste desde el punto de vista de los recursos humanos, ya que lo que antes demandaba diez empleados 
ahora se puede cumplir con cinco. Se me dirá no sé cómo está jugando esa variable que se pueden pagar por 
fuera del servicio de salud los servicios adicionales. Ahora bien, me pregunto cuántos son los que están 
pagando esos servicios adicionales. Se supone que hay muchos que, partiendo de la base de que haya una 
equivalencia en el costo personal o familiar, ahora reciben más o menos, pero lo que antes era el pago de una 
cuota ahora es el pago de una cápita. Habrá quienes sabemos que los hay por encima de eso contratan 
servicios adicionales, pero no sé en qué medida eso termina de compensar lo anterior y no hay con más o 
menos fundamento, de una manera más o menos compartible, una decisión de la empresa en el sentido de que 
tiene cumplir lo que le corresponde que, estrictamente y desde el punto de vista de los servicios es menos que 
antes y, por lo tanto, necesito menos personal. No estoy explicando ni justificando sino, en todo caso, 
tratando de entender, que no es lo mismo. 


SEÑORA PASSADA.- Me sentí contemplada con el planteo del señor Diputado Pozzi, pero quiero 
hacer una pregunta concreta. Están bien las explicaciones, pero hay tiempos que apremian. El decreto 
es del 26 de agosto y da ciento ochenta días para que se planteen correcciones, con lo cual el plazo 
acaba el 1” de enero. Tomando eso en cuenta, ¿en qué instancias se está con la Federación y el 
Ministerio de Salud Pública con respecto a lo que nos están planteando? ¿Existe ese ámbito? ¿Ha 
producido algún retorno? ¿Ustedes han presentado alguna situación de la rama en el Ministerio de 


Salud Pública con relación a la aplicación del decreto? Independientemente de lo que están planteando 
acá en materia de salud, ustedes están poniendo sobre la mesa una cuestión salarial. Por eso, también 
pregunto si la han presentado en ese ámbito. 


Supongo, señor Presidente, que después de que la delegación se retire vamos a analizar qué pasos debemos 
dar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos trabajadores tienen actualmente todas las emergencias móviles? 
SEÑOR PÉREZ.- Cinco mil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ha habido una caída en el número de socios de las emergencias? Lo 
pregunto porque creo que la discusión en torno a la Clave 1 es la siguiente: cuanto más amplia sea, más 
gente puede dejar de pagar el aporte. Me parece que ahí está el centro del problema. 


SEÑOR FRANCISCO.- Yo integro la Mesa de la Federación representando a las móviles. El 11 de 
noviembre entregamos una nota a Olesker en una reunión que tuvimos con él junto con la Federación 
y los compañeros que integran la Red. Es más: también entregamos una nota a la Junta Nacional de 
Salud, y nos contestaron en el día de ayer que no era de recibo porque eso estaba radicado en el 
Ministerio de Salud Pública. Ese mismo día, la compañera Secretaria de la Federación me pasó la nota 
para que le diera el visto bueno. También, vamos a elevar la misma nota que cursamos al Ministerio de 
Salud Pública al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que esté notificado 


Hace aproximadamente un mes y medio, mantuvimos una reunión con los usuarios del sector y les 
planteamos la problemática de funcionamiento que tenemos dentro de nuestro sistema. 


En cuanto a la cantidad de funcionarios, podemos afirmar que somos un poco más de cinco mil funcionarios, 
teniendo en cuenta a los trabajadores tercerizados que contratan las empresas. Conocemos a la gente que está 
centralizada a nivel nacional, porque la red no trabaja solo en Montevideo, sino también con las emergencias 
móviles del interior, que es una realidad completamente diferente a la de aquí. 


Después de veinticuatro años de trabajar en una emergencia móvil como la mayoría de los compañeros, 
constatamos que la parte central no ha crecido mayormente; lo que ha crecido es la parte tercerizada, que se 
maneja con el laudo que marca la Federación. Este laudo es mucho más bajo del que percibimos los 
funcionarios que tenemos antigiledad en la empresa. La pérdida de socios es relativa. En el sector 
administrativo que es donde yo trabajo hemos comprobado que se compensa la pérdida de socios que hay en 
un mes con los que ingresan por promoción en otros meses. Es decir que se mantiene una línea recta del 
funcionamiento de las empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo hice esa pregunta porque cuando se produjo la crisis la gente se borraba 
de las mutualistas y subía el ingreso de las emergencias. 


Quisiera saber si el ingreso al FONASA significó una pérdida de afiliados o no. 


SEÑOR FRANCISCO.- No. Hubo un acomodo. 


Lo que sucede es lo siguiente. A medida que va entrando más gente al FONASA, la que no tenía el sistema 
de emergencia debido a la carencia que tiene la mutualista en el área de urgencia, se vuelca hacia estos 
sectores. Vemos que no hay un repunte muy grande, pero mes a mes se van incorporando a las diferentes 
empresas. 


Lo que nosotros propendemos con esto es que la calidad de servicio que hemos tenido hasta ahora no baje. 
No se trata de prestar un servicio y bajar la calidad 


Nosotros apoyamos el Sistema Nacional Integrado de Salud y pensamos que esto se tiene que optimizar en el 
tiempo y que va a ir creciendo a medida que se vaya incorporando más gente al sistema. Nosotros vamos a 


tener que cubrir la totalidad de lo que no cubren las mutualistas. 


En cuanto a los costos, queremos señalar que nosotros no los manejamos; nosotros manejamos fuente laboral. 
Hemos comprobado que en ciertas empresas el personal se mantiene, pero en otras decae, y esos puestos se 
cubren con personal tercerizado. Esto no es lo que nosotros queremos. El personal tercerizado baja la calidad 
del servicio. Muchas veces se contrata gente que no tiene la experiencia de los compañeros en el desempeño 
del servicio. Cuando se comenzaba a trabajar en una de estas empresas se exigía tres años de experiencia, 
como mínimo, dentro de una unidad especializada o lo que nosotros llamamos unidad de terapia intensiva. 
Entonces, al bajar esa calidad, puede ser que haya una merma de afiliados. Esto no quiere decir que las 
empresas mantengan esa calidad que tenían cuando comenzaron. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Las empresas dijeron desde un principio que la implantación de Clave 1 a 
través del mutualismo iba a generar pérdida de puestos de trabajo. ¿Por qué? Porque el costo no daba 
para mantener la infraestructura adecuada si se pagaba $ 50. El socio que pasa al mutualismo, 
automáticamente se borra de las emergencias médicas móviles, porque tiene mutualismo y además 
Clave 1, o sea, cuando hay riesgo de vida inminente. En eso se basan las empresas, y si el socio solo se 
va a quedar con eso, la emergencia médica móvil va a cobrar una cápita por él pero indudablemente 
pierde un porcentaje de ganancia y también pierde fuentes de trabajo. A nosotros nos dijeron que si la 
cápita era de $ 120 por afiliado al FONASA, mantenían la fuente de trabajo tal cual estaba. Pero a 
nosotros eso no nos quedó muy claro. No sé cuál es la cuenta que sacaron ellos. Si la cápita era $ 120, 
no había problemas: las emergencias móviles mantenían la infraestructura actual como hasta ahora. 


Cuando se inició el Sistema Nacional Integrado de Salud, dijimos que estábamos de acuerdo de llevar a la 
población nosotros también somos usuarios el mejor nivel de asistencia primario. En un accidente de vía 
pública, el primario es la emergencia médica móvil. Por algo estas empresas se iniciaron con personal 
especializado y con un salario base que se gana en el CTI, en neonatología, pediatría, adultos. No se puede 
poner arriba de una ambulancia a un señor que recién empieza, ya sea auxiliar de enfermería, licenciado de 
enfermería o practicante de medicina. Se está jugando con la salud de la gente, que paga por el servicio. Eso 
es lo fundamental. 


Nosotros siempre dijimos que todo lo que era extramuros tenía que hacerlo la emergencia médica móvil. ¿Por 
qué? Porque tiene treinta años en la calle, los móviles, la infraestructura y la experiencia suficientes. 


A nosotros no nos interesa la cápita, sino la situación global de la asistencia médica de salud en nuestro país. 
¿Qué es lo que han planteado siempre las empresas? Plantearon desde un principio que el 90% no eran 
llamados Clave 1; que solo el 5% del total lo era. Estamos totalmente de acuerdo con que la emergencia 
médica móvil realice la Clave 1 con un equipo de tres personas. Actualmente, convocan gente sin 
experiencia, como los médicos de familia. No estamos en contra de la profesión ni del profesional, pero 
entendemos que no tiene las condiciones técnicas ni profesionales para atender una Clave 1 real. 


No podemos bajar la calidad. Si en principio se formaron con gente con experiencia proveniente de CTI, con 
médicos intensivistas, ¿por qué bajar la calidad? Todos sabemos que el laudo es el piso de un funcionario que 
entra a trabajar por primera vez en cualquier sector y en cualquier fábrica, y hoy lo usan para decir que pagan 
un 50% o un 60% por encima de este, pero nos están mintiendo. No dicen cuánto es. El salario básico es una 
cosa, todo lo que se agrega son compensaciones generadas gracias a los sindicatos durante muchos años, que 
tienen que ver, por ejemplo, con la doble función, la antigúedad y la productividad. 


La Cámara de Emergencias Móviles no acompañó a la Red de Emergencias. A nosotros nos interesa la 
actividad global de las emergencias médicas móviles. ¿Por qué queremos un equipo de tres para Clave 1? El 
equipo de dos fue inventado por ellos, porque a través de los años cuando el caudal de socios que tenían y el 
de llamados que recibían no los podían cubrir con esas emergencias, empezaron a sacar equipos de dos. Esto 
se hizo con dos criterios. El primero era que los llamados no implicaran riesgo de vida del socio, como una 
crisis asmática, o fueran de pediatría. El segundo era respetar ellos mismos lo hicieron de esa manera el 
equipo de tres para la Clave 1, en insuficiencias coronarias o accidentes de tránsito. Esto lo saben bien. No es 
que vengan y pregunten si tienen noción de lo que es una Clave 1, porque son médicos y tienen experiencia 
suficiente. 


Nosotros apoyamos que la Clave 1 tenga un equipo de tres personas y que las ambulancias estén donde tienen 
que estar en un tiempo determinado. Eso es lo que siempre planteamos: que se respete la experiencia que las 
emergencias médicas móviles tienen en la actualidad. Las tres comisiones que se crearon se reunieron una 
sola vez y nunca se nos llamó para aclarar cuál era el rol de las emergencias médicas móviles dentro del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. Parecería que se iba a dar la Clave 1 a través del mutualismo, pero el 
mutualismo no está capacitado para ello. Tendrían que contar con emergencias médicas móviles propias, y 
para eso deberían aumentar su infraestructura. Nunca se nos preguntó cuál era la realidad de las emergencias 
médicas móviles ni se habló de hacer un acuerdo en conjunto empresas, funcionarios y Estado para ver cómo 
manejar la situación. No se habló de cápitas ni se pensó si con este sistema iba a haber un aumento de fuentes 
de trabajo en las emergencias médicas móviles, porque al tener la obligación de respetar el equipo de tres 
para los llamados Clave 1 y de estar en tiempo y forma tenían que aumentar su infraestructura para el resto de 
los llamados, que representan el 90% del total, tal como ellos dicen. 


SEÑOR POZZI.- ¿Cuánta gente está hoy afiliada a las emergencias médicas móviles? 


SEÑOR FRANCISCO.- Quiero aclarar un punto. La Clave 1, tal como está valorada en las 
emergencias médicas móviles, representa el 3% del total de las 1.800 asistencias que se hacen. El gran 
porcentaje es el llamado de calle que se cubre con un costo aparte que paga el Ministerio del Interior 
por el llamado al 911. Es donde la Clave 1 tiene el riesgo más grande. 


En la empresa en la que trabajo, el SEMM, los afiliados son entre 220.000 y 230.000. Esto es lo que declaran. 
Las emergencias médicas móviles atienden a un promedio de 1:200.000 personas entre el interior y 
Montevideo. 


SEÑOR POZZI.- Desde el punto de vista de la Federación Uruguaya de la Salud, integrado el 
FONASA, ¿cuánta gente va a quedar vinculada a las mutualistas y a ASSE? 


SEÑOR FRANCISCO.- Ahora tenemos 1:800.000 personas. A esas se suman las que van a ingresar a 
partir de enero. 


SEÑOR POZZI.- Todas esas personas va a tener derecho, a través del FONASA, a estar afiliado a una 
emergencia médica móvil. Es decir que el crecimiento va a ser de aproximadamente el 10%. 


SEÑOR FRANCISCO.- Esto es solo para la Clave 1. El resto del paquete va a ir por afuera. Es decir 
que todo el servicio de policlínica, asistencia domiciliaria y urgencia común va a seguir como hasta 
ahora. 


SEÑOR POZZI.- Lo entiendo, pero quiero despejar conceptos. Posiblemente haya una caída de la 
afiliación, porque puede ocurrir que si la mutualista paga la Clave 1 mucha gente se borre de la 
emergencia móvil. Puede pasar o no. Eso se sabrá luego. Lo que sí se sabe es que habrá un aumento de 
la afiliación. Eso se sabe previamente, aunque no se sabe si aumentará un 10% o un 12%. Eso está 
claro, porque todo el mundo va a tener derecho a estar afiliado. Hoy ya tenemos 1:200.000 afiliados a 
las emergencias médicas y nos planteamos que podemos llegar a 1:900.000, contando el FONASA. Es 
decir que unos 700.000 usuarios van a ingresar a alguna emergencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mucha gente que va a entrar al FONASA debería tener el servicio de 
emergencia. El problema está en cómo se define la Clave 1. Si se la define de una forma muy amplia, va 
a suceder lo que se mencionaba y mucha gente va a decir: "yo ya estoy cubierto". Esa es la discusión 
que debe pasar por una tripartita entre los trabajadores, el Ministerio de Salud Pública y las empresas. 
De eso no cabe ninguna duda. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Las empresas manejan socios reales, pero no debemos olvidar que también 
existe el usuario. Por ejemplo, hay una empresa que tiene convenio con Tenfield, con Maroñas, con el 
BPS y con ANDA. Esos no entran como socios, porque son usuarios. Esos usuarios pagan, y a veces su 
aporte es superior a la cuota. 


SEÑOR PICARDO.- Las empresas siempre van a cobrar. La Clave 1 la cobran siempre. Si una 
mutualista tiene 250.000 socios 50.000 del SEMM, 50.000 de la Unidad Coronaria Móvil, etcétera, cada 
emergencia móvil va a cobrar según la negociación que haga. Nosotros somos trabajadores, no 
empresarios. No vamos a ir a negociar las cápitas con el Gobierno. Eso le corresponde al empresario. 
Nosotros defendemos fuentes de trabajo. Lo que decimos es que no puede haber rebaja salarial y que 
los trabajadores no podemos seguir pagando los costos, porque las empresas van a cobrar, $ 53 o lo que 
se fije, por cada socio que tenga en esa mutualista, haga o no el servicio de Clave 1. Es más, en una 
reunión de usuarios estos dijeron: "si el Gobierno les está pagando, la mutualista y la emergencia 
móvil me tienen que rebajar la cuota". Si las emergencias móviles hoy cobran $ 250 y mañana arreglan 
por $ 50 con la mutualista, capaz que como socio digo: "Ahora te voy a pagar $ 200, porque ya estás 
cobrando $ 50 por un servicio que yo no pedí". Esto es así. 


Estamos de acuerdo con el concepto de que la Clave 1 se atienda con un equipo de tres personas pero las 
empresas, para abaratar costos, inventaron una figura laboral que ni siquiera tenemos en el laudo 15 de los 
Consejos de Salarios. Me refiero al enfermero chofer. Nosotros pretendemos que se haga como en otras 
instancias con otros grupos salariales: de aquí para adelante ponemos algo nuevo, pero de aquí hacia atrás lo 
dejamos como está, porque no vamos a poner en riesgo las fuentes de trabajo. Si hasta ahora hemos podido 
cubrir los llamados de emergencia con dos y con tres personas, ¿por qué no podemos seguir así? Además, los 
compañeros enfermeros que también son choferes van en unidades para dos personas porque van con el 
médico hacen otras prestaciones. 


El señor Diputado Pozzi preguntaba si había baja de socios. No, porque las áreas de marketing de las 
empresas siguen funcionando y vemos la cartelería en la ciudad. Han agregado especialidades. Hace dos días 
el sindicato de base de la Unidad Coronaria Móvil al que pertenezco tuvo una reunión en el Ministerio por un 
tema empresarial y allí preguntamos si determinadas prestaciones podían seguir como emergencia móvil o si 
ello no atentaba contra el sistema. El Ministerio nos contestó que se podía seguir. Basta con ir a algunas 
policlínicas de cualquiera de las emergencias para ver cómo la gente sigue pagando análisis clínicos por fuera 
del mutualismo. Se puede pedir a las empresas que envíen el listado de la cantidad de llamados. Ahora 
entramos en un proceso de baja, pero eso ocurre siempre. En verano baja el número de llamados, pero en 
invierno sube. Siempre tienen la misma cantidad de gente. 


Volvemos a reafirmar que el decreto tiene cuestiones que van en contra del laudo, en contra de resoluciones 
de congresos y puede atentar contra los puestos de trabajo. Aclaramos que se trata de empresas con fines de 
lucro en la salud. Los trabajadores hemos apostado a que con la salud no se lucra. Lo que pasa es que ellos 
quieren seguir lucrando. Como no lo pueden hacer a través de la cuota rebajan los salarios, echan a 
trabajadores o toman a trabajadores tercerizados, tratando de no cumplir con las leyes para seguir 
manteniendo su ganancia. 


SEÑOR CORBO.- Por un lado, están los convenios con diferentes empresas, como los supermercados, 
en todo lo que refiere a cobertura. Por otro está el ingreso mensual por FONASA, por cantidad de 
socios, más los socios particulares que no solamente utilizan la emergencia sino las policlínicas y los 
diferentes servicios. Por lo tanto, no hay una pérdida como se pretende aducir por parte de las 
empresas. 


En respuesta a lo planteado por el señor Diputado, esto no implica la necesidad de las empresas de reducir 
salarios ni fuentes de trabajo. Me parece que esto se está utilizando en este momento de comienzo del 
FONASA para sacar mayor rédito del que ya tienen. 


SEÑOR RISSO.- Quiero aclarar que el servicio 911 un servicio de emergencia al que la gente llama y le 
envían una ambulancia en forma gratuita lo brindan las emergencias móviles desde hace muchos años. 
Se ha arreglado que este servicio lo cumpla diez días el SEMM, diez días la UCM y diez días el SUAT. 
De esta manera se cubre el mes. Sin embargo, esto que es gratis desde hace mucho tiempo ahora se va a 
cobrar. Las empresas lo han planteado muy fuertemente y con la amenaza de que tal día a tal hora van 
a dejar de brindar ese servicio si no se les paga. Entonces, van a dar la Clave 1 con cápita y el servicio 
911 con cápita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La versión taquigráfica de esta sesión se enviará al Ministerio de Salud 
Pública, al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al PI-CNT, a la Cámara de Emergencias 
Móviles y a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes. Después 
evaluaremos con los integrantes de la Comisión si citamos a las Cámaras y al Ministerio de Salud 
Pública. 


La Comisión les agradece su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Red de Sindicatos de Trabajadores de las Emergencias Móviles, REM) 


EA] 


EA] 


Debemos considerar un asunto antes de hacer ingresar a Sala a la siguiente delegación. 


No recuerdo si con relación al proyecto "Personal dependiente de los edificios de propiedad horizontal que 
efectúa tareas de portería" ya se invitó a las partes. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Yo solicité que se hiciera llegar una nota el Colegio de 
Administradores de Propiedad Horizontal, pero no sé si eso se hizo y si hubo respuesta. 


les SEÑOR 


PRESIDENTE.- No tengo conocimiento. 
SEÑORA PASSADA.- Así se hizo. Recuerdo que esperamos y no hubo respuesta. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No es que no tome como válido lo que aquí se dice, pero me llama 
mucho la atención porque tuve contacto con el Colegio de Administradores de Propiedad Horizontal y 
sé que estaban interesados en dar su opinión. 


les SEÑOR 


PRESIDENTE.- Consulto a la señora Diputada Passada si tiene algún inconveniente en que hagamos 
un último intento e tratemos este asunto como primer punto del orden del día de la sesión de mañana. 


SEÑORA PASSADA.- Me gustaría que se pudiera recuperar por parte de la Secretaría de la Comisión 
la solicitud que se les hizo llegar, porque me consta que fue enviada hace dos o tres meses. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Lo recuerdo. Yo mismo lo propuse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, vamos a poner este tema como primer punto del orden 
del día de la sesión de mañana, antes de la concurrencia del señor Ministro. Así habrá tiempo de 
buscar ese antecedente. 


SEÑOR BENTANCOR.- Lo aceptamos para dar una oportunidad, porque mañana se vota y se 
terminó el partido. No se puede admitir que se envíe fehacientemente una comunicación a alguien para 
que se exprese y luego de un mes o dos nos comuniquen que "tendrían algo para decir". 


Me parece importante que esto salga rápidamente, en lo posible en este mismo mes, entre otras cosas porque 
se aproxima la temporada de verano. Tenemos que saber que Montevideo es la primera capital en recibir al 
turismo, como ocurre con Maldonado y Colonia. Por esa razón, no veo por qué esta gente va a quedar atrás. 


SEÑOR CABRERA.- No conocía este proyecto ni tenía referencia de él. Pienso que no tiene nada que 
ver con la temporada sino que es un proyecto sin temporada. Es para porteros, en invierno, verano o 
primavera. En Punta del Este la temporada es otra cosa, pero este proyecto es para siempre. 


De cualquier manera, aunque no sé si lo comparto, el proyecto debería terminar donde dice "1974". Habría 
que eliminar la expresión "[...] considerándoseles laboralmente como personal de los establecimientos", ya 
que el artículo único comienza diciendo: "El personal dependiente de los edificios de propiedad horizontal 
[...]". Por lo tanto, si se dice que es dependiente al comienzo, es sobreabundante al final. Además, llama a 
confusión porque podría haber personal que no fuera dependiente, esto es, tercerizado por una empresa 
prestadora de servicios. 


Por otra parte, reitero, como creo que no tiene nada que ver la temporada, podemos darnos un tiempo para 
aprobarlo. 


SEÑORA PASSADA.- No entiendo lo último. 


SEÑOR CABRERA.- Me parece que el argumento de la temporada no tiene nada que ver en este caso. 
Esto no es de temporada sino una ley sustancial para trabajadores de todo el año. No creo que haya 
más gente en los edificios de propiedad horizontal en verano que en invierno. Es más, creo que debe ser 
al revés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos sabíamos que esto era algo que iba a ocurrir después de haber votado 
lo de Maldonado. 


Si bien es cierto que se envió esa nota, la que vamos a considerar en su momento, también es cierto que en la 
Comisión recién comenzamos a tratar este tema hoy, por lo que creo que un día más no puede afectar 
demasiado. 


La semana pasada la señora Diputada Passada me solicitó incluir este tema en el orden del día y por eso lo 
hicimos en el día de hoy. 


(Diálogos) 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- El Frente Amplio tiene mayoría. Yo no tengo por qué pronunciarme 
hoy, ni pienso hacerlo. Voy a reservar mi opinión; la daré en Sala. Simplemente les transmito, porque 
tuve contacto con el Colegio de Administradores, que ellos estaban interesados en opinar. Pero si se 
quiere subestimar la opinión, se la subestima. Eso depende de la voluntad de cada quien. 


SEÑORA PASSADA.- Estimado Diputado: no se subestimó la opinión desde el momento en que 
cursamos la solicitud al propio Colegio a instancias de la inquietud que usted planteó. Lo que sí queda 
claro es que no hubo retorno. Corroboremos, y si tenemos retorno, incorporemos este tema como 
primer punto del orden del día de la sesión de mañana. Seguramente, no nos llevará mucho más de 
quince minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La sesión del día de mañana estaba prevista para la hora 10; podríamos 
empezar a la hora 9 y 30 para considerar este proyecto. 


SEÑORA PASSADA.- A nosotros, como bancada, nos interesa que esto pueda ingresar en una sesión 
ordinaria de la semana próxima. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Aclaro que si hablé de subestimación fue porque de las palabras del 
señor Diputado Bentancor se desprendía una urgencia por aprobar el proyecto y que si no había 
habido respuesta, la oportunidad se había perdido. Pero hecha la aclaración por parte de la señora 
Diputada Passada, me parece que ese procedimiento está bien. 


SEÑORA PASSADA.- La urgencia es porque, como decía el señor Diputado Bentancor, esto tiene una 
historia. Cuando aprobamos el proyecto relativo a propiedad horizontal hicimos un compromiso con 
los compañeros legisladores que nos hicieron notar que había una carencia en lo que estábamos 
aprobando en Cámara, ya que considerábamos solo el caso de los porteros de Maldonado y no en 
forma global. Entonces, sabíamos que esto se nos venía encima. Ahora ya se nos vino, y estamos 
tratando de corregir lo que no hicimos en su momento; en esa oportunidad, para no entorpecer el 
tratamiento del proyecto en Sala, hicimos este compromiso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a pedir a Secretaría que este proyecto figure en primer término del 
orden del día de la sesión de mañana. 


Aclaro que la nota dirigida al Colegio de Administración de Propiedad Horizontal es de fecha 12 de 
setiembre del corriente año, aunque no sé cuándo la habrán recibido. 


Si están de acuerdo, mañana nos reunimos a la hora 9 y 30 para considerar este proyecto y a la hora 10 
recibimos al Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


(Apoyados) 

SEÑOR CABRERA.- Pregunto si están de acuerdo con la modificación que planteé anteriormente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 

(Diálogos) 

——- A continuación recibiremos a la siguiente delegación. 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único de Trabajadores del Mar SUTMA) 


—— La Comisión de Legislación del Trabajo agradece la presencia de la delegación del Sindicato 
Unico de Trabajadores del Mar, integrada por los señores Jorge Vignolo, Wilson Martirena, José 
Franco, Aníbal Vaquero y Osmar Viera, a quienes pide disculpas por la demora. 


Sé que hubo algunos problemas de agenda de algunos integrantes de la Comisión y luego se fijó una fecha de 
reunión en la que ustedes, por diferentes motivos, no pudieron venir. 


El planteo concreto es la preocupación manifestada en esta Comisión en determinado momento con respecto 
a la posibilidad de ingreso al muelle o a puerto de aquellos pescadores que no estuvieran afiliados al 
Sindicato. Conversamos de manera informal sobre este tema cuando nos reunimos por la negociación del 
Frigorífico Las Piedras, con la participación del señor Franco. Habíamos quedado de acuerdo en tener esta 
instancia para manejar la posibilidad de que las personas que no estuvieran afiliadas al Sindicato también 
pudieran ingresar a puerto. Eso se estuvo hablando en su momento con la Administración Nacional de 
Puertos y con la Prefectura Nacional Naval. Al respecto, quiero hacer una apreciación que es absolutamente 
personal, y quiero que eso quede claro: personal. Yo no pretendo inmiscuirme en temas internos del 
Sindicato, porque cada sindicato tiene derecho a decidir quiénes son sus afiliados y quiénes no, y cómo 


eligen a sus delegados. Mi preocupación concreta tiene que ver con que aquellas personas que, en su legítimo 
derecho, no quieran estar afiliadas o que por diferentes motivos se hayan desafiliado del sindicato, pero que 
reúnan las condiciones para entrar a puerto y no puedan hacerlo. Por ahí va la discusión. Creo que todos 
tenemos claro cuál es el tema. Tiro el gato arriba de la mesa para no andar con muchas vueltas. 


El señor Franco nos decía que ustedes tampoco tienen inconveniente con que esa gente ingrese al Puerto, que 
no es un tema de ustedes, sino de Prefectura. Creo que por ahí arrancaría el intercambio de ideas. 


SEÑOR FRANCO.- Este es un tema bastante manido y tiene varias aristas. Queremos aprovechar la 
oportunidad para hablar de varios asuntos que creo que se entrelazan o están relacionados con este. 


El tema principal es el relativo al acceso al Puerto de Montevideo. En determinado momento se instauró el 
sistema de la tarjeta electrónica para entrar al Puerto, con la finalidad de dar seguridad al recinto portuario. 
Esto fue producto de convenios del país con organismos internacionales; tiene una sigla que no recuerdo, 
pero que tiene que ver con la lucha contra el terrorismo y con brindar mayor seguridad. Pero, al César lo que 
es del César. Nosotros no nos oponemos a que el Gobierno, a que las autoridades del país, instauren este tipo 
de cosas. Lo que hubiéramos deseado lo dijimos en su momento, en gestiones que hicimos ante la ANP es 
que, en nuestra condición de organización social, se nos concediera la posibilidad de tramitar el acceso a 
puerto para nuestros afiliados. Tuvimos que registrarnos como empresa, porque esas eran las exigencias. Y 
aunque nos rechinaba, lo hicimos, en aras de tener una posibilidad de gestionar el acceso a puerto para 
nuestros afiliados, pero no para todos, sino para aquellos que están desembarcados, que no son tripulantes 
efectivos de los barcos. Ese es el primer aspecto de esta cuestión. 


¿Por qué la necesidad del acceso a puerto? Porque ahí está el trabajo. Desde época inmemorial, el uso y 
costumbre es que cuando los barcos están en el Puerto de Montevideo los marineros o tripulantes que están 
desembarcados son requeridos por el comando del barco para embarcarse. 


Esto viene desde hace mucho tiempo. Por ejemplo, el Convenio N? 9 de la OIT establece la instalación de 
oficinas de contratación para la gente de mar, y en unos de sus artículos se indica que si los Estados no 
instrumentaran esto, las organizaciones profesionales podrían tener sus bolsas de trabajo. Esto fue así hasta 
1968, cuando el Gobierno de Pacheco elaboró un decretó para crear el Registro de Tripulantes. Antes reitero 
esto se hacía en el marco del Convenio N* 9 de la OIT, que también indicaba una administración tripartita 
con participación de los trabajadores y empresarios. La finalidad del decreto fue que el sindicato no siguiera 
administrando la bolsa de trabajo. 


¿Cómo era la administración cuando estaba a cargo del sindicato? Se registraba a los trabajadores; los 
capitanes o los jefes de máquina de los buques dependiendo del tipo de personal que se requería solicitaban 
las listas correspondientes y de ahí elegían a las personas. Cuando se instauró el Registro de Tripulantes, la 
administración pasó a manos de la Prefectura Nacional Naval, como representante del Poder Ejecutivo, eso 
siguió haciéndose de la misma manera, y también participaban representantes de los empresarios y los 
trabajadores. 


La participación de los trabajadores garantizaba que quienes figuraran en ese Registro tuvieran su 
documentación al día y se tratara de gente de mar; había un registro para Oficiales y Capitanes, otro para 
Oficiales de Máquinas y un tercer registro para personal subalterno o gente de mar. 


En 1974, después del golpe de Estado, a quienes éramos delegados sindicales nos echaron, lisa y llanamente. 
En 1976, en la dictadura, se elaboró un nuevo decreto a través del cual se pasa todo el control a la Prefectura 
Nacional Naval. Esto fue así prácticamente hasta la reapertura democrática. 


En este país las regulaciones de las relaciones laborales y las reglamentaciones pesqueras siempre se hicieron 
a través de decretos para arruinarle la vida a alguien. Como acá algunos tienen padrinos, no mueren infieles. 
En 1989, desgraciadamente, se aprueba un nuevo decreto en medio de un conflicto, para instaurar una oficina 
para la gente de mar en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; en esta oportunidad se 
retacea el carácter administrativo tripartito, sustituyéndolo por una Comisión Asesora, pero la decisión era del 
Poder Ejecutivo. 


Eso fue rechazado por nosotros, argumentando que no se aplicaba el Convenio N* 9 de la OIT y que se 
seleccionaba al personal sobre la base de una valoración positiva. Debemos recordar que hasta 1990, en la 
libreta de embarque del trabajador se establecía una calificación de conducta y de calidad del servicio, 
apreciaciones que luego eran juzgadas por un Tribunal Militar. Esto no fue derogado, sino que por la vía de 
los hechos se fue dejando de lado, aunque sigue ahí, como una espada de Damocles sobre el personal de mar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber de qué reglamento y de qué decreto está hablando; tal vez 
podamos brindar una mano. 


SEÑOR FRANCO.- En el decreto de 1968 se establece un Tribunal de Calificaciones. Pero esto viene 
del Código de Comercio, que, inclusive, preveía las sanciones disciplinarias. El Tribunal de 
Calificaciones era un Tribunal Militar y juzgaba las conductas, siempre y cuando el comando de un 
barco hubiera calificado mal a uno de sus tripulantes. 


Todo esto ha sido superado por la vida; de la misma forma que la dictadura aprobó el Decreto-Ley_N” 15.523, 
que quitó todos los derechos sobre los beneficios sociales que tenían los trabajadores del mar, y que el 
Parlamento derogó, aunque nosotros, en 1985, a través de los convenios colectivos ya habíamos vaciado de 
contenido aquella disposición. 


Reitero que hay cosas que han sido superadas por la vida y otras a través de un mejor relacionamiento 
laboral. El asunto es que llegamos a esta situación; se instaura una oficina en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y al respecto tuvimos una valoración positiva porque pasaba a un ámbito civil, sin embargo, 
lo rechazamos por el hecho de que no iba a ser una administración tripartita. Finalmente, nos registramos, y 
todas las críticas que hicimos a esa disposición se confirmaron. Por ejemplo, era una oficina que trabajaba de 
lunes a viernes con un régimen horario de oficina pública. Los barcos no tienen hora ni día para salir, y a 
veces sucedía que no había cómo hacer los despachos ni acceder al registro de la tripulación; tampoco se 
trabajaba los domingos. Hubo una serie de cosas que determinaron que la esa oficina fuera ineficiente, hasta 
que finalmente desapareció. El decreto aún existe, es de 1989, pero la oficina desapareció y nadie sabe dónde 
está. 


Luego, viene un extenso período de desregulación en los años noventa, en el que hubo una feroz represión 
sindical. La desregulación en materia de pesca inclusive en la Marina Mercante tomó la mística de 
pseudooperativas de servicio, porque se desconocían los convenios colectivos que había en ese momento. Un 
grupo incondicional a las empresas registraba pseudocooperativas y los trabajadores, en lugar de ser 
dependientes, pasaban a ser aspirantes a cooperativistas. Esto fue un duro golpe para la organización sindical. 


La lucha del gremio y de los trabajadores superó esas circunstancias, hasta llegar a la situación de hoy. 
Durante todo ese período, pese a vivir una situación de repliegue de la organización sindical, siempre 
pudimos ingresar a puerto. 


Hay algunas contradicciones que se dan con respecto a la documentación necesaria para entrar al Puerto. 
Nuestra libreta de embarque es un documento reconocido a nivel internacional; nosotros hemos podido viajar 
de Europa a Uruguay con la libreta de embarque, que, además, nos permite un exceso de equipaje de hasta 25 
kilos. 


El Convenio N?* 108 de la OIT establece la documentación de la gente de mar. En ese sentido, la Prefectura 
elaboró un carné en el que figura nuestra fotografía, hasta el grupo sanguíneo, etcétera, que nos acredita el 
ingreso a puerto. Luego se instauró la tarjeta magnética. Siempre hemos dicho que tenemos varios 
documentos que nos acreditan como marinos, y aun así no nos oponemos. Solo decimos que deberíamos 
tener un estatus por nuestra condición de organización social, de forma tal que se nos permitiera tramitar el 
acceso a puerto a nuestros afiliados. Pero finalmente tuvimos que registrarnos como empresa, y comenzamos 
a hacerlo. Y nosotros, como cualquier empresa hay otras empresas en el ámbito portuario que lo hacen, 
tramitamos para nuestros afiliados los carnés de acceso. Por lo tanto, los tramitamos para aquellos que están 
registrados en nuestra empresa, para hablar en términos empresariales. 


Ustedes saben que hace poco tiempo la Cámara de Diputados votó la modificación del artículo 27 de la Ley 
N? 13.833, relativa a la participación de ciudadanos uruguayos en barcos de bandera nacional. Pero ahí hay 
un interregno, porque hasta se nos tildó de xenofobia porque nos oponíamos a las jugadas que hacían algunas 


empresas para la contratación de personal extranjero. Nosotros entramos a puerto y vemos que también 
ingresan peruanos o indonesios que no tienen barco, que no son tripulantes efectivos de ningún barco. Por lo 
tanto, alguien les tramita el acceso al puerto. Asimismo, sabemos que ciertas agencias marítimas tramitan este 
tipo de cosas para que entre tripulación extranjera. Entonces, pensamos que no es preceptivo ser afiliado al 
SUNTMA para que alguien que tiene la documentación que lo acredita como marino pueda tramitar un 
acceso al puerto; pero esa no es nuestra responsabilidad. Nosotros, simplemente registramos nuestro 
sindicato como empresa a los efectos de tramitar el ingreso al puerto para nuestros afiliados. 


Nosotros somos una organización social, somos un sindicato y, por lo tanto, nos regimos por nuestros 
estatutos tenemos personería jurídica y nuestros estatutos están registrados ante el Ministerio de Educación y 
Cultura. Nuestros estatutos cuentan con obligaciones, deberes y derechos para nuestros afiliados. La 
afiliación a nuestro sindicato es voluntaria y libre y el único requisito es ser presentado por dos afiliados. Lo 
único que hay que hacer es llenar una ficha de afiliación y esperar la aprobación de los organismos del 
sindicato, es decir, el Secretariado Ejecutivo, la Comisión Directiva o la Asamblea. 


La condición de afiliado al SUNTMA se pierde cuando se deja de pagar la cuota durante seis meses. Por lo 
tanto, si alguien se retira del sector y está más de seis meses sin pagar la cuota del sindicato pierde la 
condición de afiliado. Además, cuando se está desembarcado la cuota sindical equivale a un boleto de 
ómnibus. Asimismo, si un afiliado perdió los derechos puede pedir la reafiliación. 


Por otro lado, si se está embarcado en un barco extranjero o en barcos en los que el personal no está 
sindicalizado o sufre una feroz persecución sindical o discriminación como ocurre en la flota de FRIPUR, en 
donde nuestros afiliados están trabajando allí en forma clandestina porque no se permite el ejercicio del 
derecho a reunión y a sindicalización, se le plantea al trabajador que venga a pagar la cuota. También 
tenemos sanciones para aquellos que incumplen las obligaciones que establece el estatuto, como defender el 
convenio colectivo, la organización sindical y, por supuesto, las resoluciones que emanan de los organismos 
del sindicato. El organismo máximo de dirección es la Asamblea General, luego está la Dirección Nacional y 
después el Secretariado. 


Nosotros tenemos una conformación bastante compleja, y por eso siempre insistimos en que no se nos trate 
como igual a los que somos diferentes. Digo esto porque nosotros tenemos distintos sectores; nuestro 
sindicato nuclea al personal embarcado en los barcos de pesca, que conforma una flota numerosa, de 149 
barcos, con distintas pesquerías y, por lo tanto, distintos artes de pesca y porte de barco. Algunos barcos, por 
ejemplo, pescan en la zona del CRVMA o fuera de las doscientas millas, de categoría D, que son mareas de 
cuatro, cinco o seis meses; inclusive, algunos no tocan puerto uruguayo durante ese período. Asimismo, hay 
barcos que salen en la costa y están en una marea de una semana, veinte días o un mes. También hay barcos 
congeladores y de pescado fresco. Es decir que hay distintas modalidades, distintos artes de pesca, lo que 
hace que el sector captura tenga su complejidad. 


También tenemos al sector mercante, con cuatro o cinco barcos petroleros; si bien es muy esmirriada nuestra 
flota mercante, está ahí. El 70% de los trabajadores del sector mercante está navegando en barcos extranjeros, 
de bandera de conveniencia. Por otro lado, tenemos al sector de planta de procesadoras de pescado, que es 
una organización incipiente y al sector de la descarga del pescado, del fresco y del congelado. Además 
contamos con las proveedurías marítimas organizadas y la pesca artesanal, con filiales en Salto, Nueva 
Palmira, Río Branco y Rocha. 


Por lo tanto, la composición de nuestro sindicato tiene un panorama complejo; hay una Dirección por sector y 
el Secretariado de cada uno de los sectores conforman la Dirección Nacional. Si ustedes quieren, podríamos 
hablar de un sindicato único con una composición federativa. 


Volviendo al tema, el acceso al puerto es fundamental. Por ejemplo, el acceso al puerto a los compañeros que 
trabajan en la descarga del pescado no se los da el sindicato, sino la empresa a la cual pertenecen, porque hay 
trabajo pleno. Por supuesto, en caso de que hubiera trabajadores desocupados, que buscaran trabajo en la 
descarga y estuvieran afiliados al sindicato, este les tramitaría el ingreso al puerto. 


Para terminar, quiero decir que nosotros entendemos que dentro de las obligaciones está cumplir con lo que 
resuelvan los organismos del sindicato, y el que incumple recibe una sanción. En ese caso, la Comisión de 
Disciplina pone eso en conocimiento del Secretariado, que evalúa si lo pasa a la Asamblea General, que es la 
que, en definitiva, resuelve la sanción. La sanción máxima que se aplica es la expulsión, que consiste en dar 


de baja al afiliado de los registros y, por supuesto, comunicar al movimiento sindical en su conjunto, a las 
organizaciones fraternales que se mueven en el seno de la pesca, como el Centro de Maquinistas Navales, 
SUDEPU, UCOMAR, la resolución de la Asamblea General. Pero ello no impide a quien fue sancionado que 
entre al puerto y busque trabajo; si tiene la documentación puede hacerlo. 


Nosotros queríamos dejar claro que esta es la posición, la actitud y la conducta que ha tenido el sindicato en 
torno a esto. 


SEÑOR CABRERA CASAS.- Voy a ser muy concreto, dado que tenemos poco tiempo por delante, lo 
cual es una pena, ya que creo que es una discusión que podría dar para un rato más. 


El señor Franco, haciendo gala de su apellido, fue muy claro en una de sus afirmaciones, cuando dijo: "Tengo 
que entrar a muelle porque ahí está el trabajo". Creo que esa es la esencia de este punto. [Esa es la esencia en 
este punto: cualquier trabajador que acredite su condición de hombre de mar tiene que entrar a muelle porque 
si no, no consigue trabajo. 


Hemos recibido a la Prefectura Nacional Naval, a la ANP y al sindicato. Yo comparto plenamente lo que dice 
el señor: no es un tema del sindicato la autorización a entrar a muelle; es una burrada de la ANP. Es un 
disparate que hace la ANP. Podremos discutir o no con la ANP el hecho de que el sindicato logre que sus 
afiliados entren, pero no manda el sindicato en el recinto portuario. Manda la ANP y ejecuta la Prefectura, y 
es un disparate que la ANP discrimine como lo hace. De todos modos, no es un tema del sindicato; estoy 
totalmente de acuerdo. Bien por la cara del sindicato si logra que tres integrantes entren o dejen de entrar 


No creo que por ser sindicalista sin más cualquiera pueda entrar. También deberían entrar quienes vayan a 
cumplir un rol sindical: una comisión, una delegación, equis delegados, pero es un tema en el que no me voy 
a meter porque es interno del sindicato y de su relación con los organismos públicos en los que ejerce su 
actividad y no me interesa. Sin embargo, tienen razón los trabajadores que no son afiliados y se quejan de 
que no consiguen trabajo porque no pueden entrar a puerto, y me lo confirma el visitante, que dice lo que es 
obvio: el trabajo está en el muelle y no en otro lugar 


Entonces, tenemos que actuar sobre la ANP. Hay que buscar una manera de que cualquier trabajador que 
acredite su condición de hombre de mar pueda pedir trabajo. Después, lo contratarán o no, será bueno o no, 
tendrá habilidades o no, pero el elemento para entrar a puerto es el documento de hombre de mar. Si la 
persona acredita ser hombre de mar y puede entrar al puerto de Marsella, de Nueva York o de Holanda, sin 
duda que debe poder entrar al puerto de su país. 


Es un disparate lo que estamos viviendo, es decir, que un trabajador no pueda ingresar porque no tiene 
trabajo o porque no está sindicalizado. Si es trabajador no si va a vender camperas de cuero o relojes falsos 
debe tener derecho a entrar, y me parece que, a esta altura del partido, todos estamos de acuerdo con eso 
menos la ANP. Está de acuerdo Prefectura, está de acuerdo el sindicato en cuanto a que el trabajo está en los 
muelles; bueno, yo creo que, a partir del cierre de esta ronda de entrevistas que hemos tenido, vamos a tener 
que buscar una solución que tal vez sea legal para permitir que quien acredite que es un trabajador del sector 
pueda pedir trabajo. 


Ese es un tema, y no hay que imputar nada al sindicato. No es asunto del sindicato tener la suerte de que una 
ANP absolutamente equivocada permita que entren los afiliados y los otros no. Creo que es un error, pero la 
ANP tiene la responsabilidad política, no los trabajadores sindicalizados. 


Hay un segundo tema, distinto del primero, que tiene que ver con las consecuencias de la acción sindical. Yo 
voy a ser muy concreto, muy preciso, y no me interesa lo que hace el sindicato para adentro; me da lo mismo. 
Cada socio de un club, el día en que entra decide aceptar las reglas que este le impone y juega con ellas. 
Ahora bien, creo que la acción sindical tiene un límite, que es proteger el derecho de la agremiación hasta el 
punto en que su derecho, por la forma en que lo ejerce, es abusivo. 


Esta no es una característica de la acción sindical sino de cualquier derecho. Yo puedo ir hasta el momento en 
que empiezo a dañar, porque jurídicamente hay abuso de derecho. Mientras lo hago correctamente, ejerzo mi 
derecho; cuando cruzo, abuso de mi derecho, y eso genera responsabilidad. Es bien simple y se aplica a 
cualquier rama de la actividad; lo hacemos todos los días, en cualquier lado. 


¿El sindicato puede expulsar? Sin duda. ¿Puede decir, de acuerdo con su estatuto, que nunca más podrá 
ingresar un trabajador? Yo creo que sí, y puede hacer otras cosas; dependerá de lo que establezca el estatuto 
del sindicato, que será aprobado democráticamente. No es un tema que me preocupe. Ahora bien, si la acción 
sindical impide que trabaje un trabajador no sindicalizado, por ejemplo, diciendo que no se embarca en un 
barco donde hay un trabajador no sindicalizado, yo creo que ese sindicato sin meterme en su interna abusa 
del derecho y perjudica a un trabajador. Abusa porque lo perjudica. 


Supongo tampoco es tema mío que el sindicato en sus bases procederá de determinada manera. Yo me inicié 
militando en los sindicatos estudiantiles y lo que intentábamos era convencer a todos de que fueran parte de 
nuestro sindicato; no intentábamos destratar o perjudicar al que no lo era. Una y otra vez, queríamos 
convencer al estudiante que iba a clases y se iba corriendo de que tenía que quedarse media hora y trabajar 
con nosotros para mejorar la Facultad, la Escuela o lo que fuera; de eso se trataba. La acción gremial tiene 
una acción positiva y una acción negativa. Por supuesto que el sindicato va a defender a los afiliados y no a 
los que no lo son, pero supongo que es una buena propaganda para el sindicato que consiga logros para todos. 


Sabemos de qué estamos hablando. Ustedes tienen vista de un expediente de 2008 del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social en el que se denuncia que trabajadores contratados no pueden trabajar a causa de una 
acción gremial: el barco no sale porque el sindicato decidió internamente que los afiliados no suben porque 
hay un señor que no está afiliado. Yo creo que eso es abuso de derecho. 


El artículo 57 de la Constitución manda proteger a los sindicatos. El artículo 55 dice que la ley reglamentará 
la distribución imparcial y equitativa del trabajo. Algún otro artículo defiende la libertad de conciencia. 


(Diálogos) 


——- Como el señor Franco fue bastante amplio en su presentación y no sabíamos que no íbamos a 
poder continuar con la sesión, voy a agregar dos cosas concretas porque quiero que quede clara mi 
posición personal y la del Partido Nacional, puesto que este es un tema que debemos solucionar. 


Decía que hay un mandato constitucional de distribución imparcial y equitativa del trabajo que tiene el 
mismo rango que el del artículo 57. Si, por la causa que fuere, no hay distribución imparcial y equitativa, 
tenemos la obligación de legislar. Insisto en que no me interesa meterme en la acción sindical, pero sí en el 
otro lado. Una persona tiene derecho a trabajar si tiene aptitudes individuales, físicas o técnicas para ello, y 
no puede no trabajar por una medida que podrá ser legítima en la asamblea en que se toma pero abusa del 
derecho y termina perjudicando a un trabajador, que lo es tanto como el que tiene carné de socio. Así lo veo 
yo; capaz que alguien piensa distinto; para mí, son todos trabajadores, sean socios o no. 


Yo no les puedo imponer nada, y si lo hiciera, ustedes harían lo que les viniera en gana. Sí puedo legislar, y 
ese es un tema de mi competencia. Si me permiten un comentario en voz alta, creo que habría que analizar 
seriamente si de lo que yo estoy diciendo no hay algo para hacer, si no se pueden buscar formas de hacer la 
acción gremial sin perjudicar la fuente laboral de trabajadores que no son afiliados porque se fueron, se 
borraron, nunca lo fueron o los expulsaron. Me da lo mismo cualquier categoría, pero esa gente tiene esposas, 
tiene gurises, paga la OSE, la UTE y lo que fuere, como todos nosotros. Me parece que se cae en el abuso de 
poder con la acción gremial, y nos obliga a nosotros, como legisladores, a buscar soluciones. 


SEÑOR VIGNOLO.- Quiero aclarar un par de cuestiones. 


No sé que término utilizar para no herir susceptibilidades pero me parecería muy irresponsable decir que la 
responsabilidad de esto la tiene la ANP, a no ser que el país quiera perder el rango que tiene a nivel mundial 
como puerto seguro o que se quiera que barcos de la Comunidad Europea y de otros países dejen de venir a 
este Puerto porque no es seguro, de acuerdo a toda la problemática de libre acceso que se ha venido 
analizando. Todos sabemos por qué estamos en esta situación: lo ocurrido a las Torres Gemelas, el 
terrorismo, la cuestión de la seguridad a nivel mundial, etcétera. Sería muy irresponsable plantear que se 
permitiera el libre acceso al Puerto, y eso que nosotros en su momento despotricamos contra esta medida de 
la ANP. Si se quiere, estamos embretados como responsables de más de dos mil permisos de acceso a puerto 
que hemos entregado en los últimos tiempos por períodos permanentes y más de cinco mil permisos para 
trabajadores eventuales. Hemos tenido la responsabilidad de decir personalmente a trabajadores que no les 
haríamos el carné de acceso. Algunos tienen su permiso de embarque pero no embarcan por problemas 


personales, de salud, familiares o lo que fuere. Sin embargo, entran al puerto a sacar pescado de los propios 
compañeros. Si los agarra personal oficial de Prefectura se genera un problema para el sindicato porque están 
con algo que no es de ellos. En su momento, la ANP nos ha intimado porque se ha encontrado a gente con 
pescado, y muchas veces hasta con el permiso los sacan de los armadores. No estamos en condiciones de 
asumir esa responsabilidad. No podemos controlar a más de dos mil permisos de acceso a puerto y a más de 
cinco mil para trabajadores eventuales en este período. 


El tema es, precisamente, qué solución se puede encontrar para aquellos trabajadores que no tienen una 
empresa atrás que les pueda dar acceso al puerto. Una de las posibilidades, como decía el compañero Franco, 
es generar una bolsa de trabajo. Ahí se terminaría el tema de la libertad sindical, el derecho positivo y 
negativa de ella y todas estas cuestiones. Todos tienen derecho a acceder al trabajo, y eso no está en 
discusión. No somos quienes para prohibir el derecho a trabajar a nadie, sea afiliado o no. Eso sí, tenemos el 
derecho de afiliar o no a un trabajador de acuerdo con su conducta. Tal vez esos trabajadores cuando vinieron 
a la Comisión no comentaron cuál fue su actitud ante el sindicato. Quizá la época de la desregulación, a partir 
de los años noventa, la flexibilización laboral o la no convocatoria a los Consejos de Salarios trajo aparejado, 
como dijo el compañero Franco, el oportunismo empresarial de generar cooperativas de servicios, que 
únicamente tienen el rótulo de cooperativas y lo utilizaron para explotar más a los trabajadores. El sindicato 
en su momento sacó resoluciones al respecto. Lamentablemente, hubo trabajadores que no las acataron. 
Además, se suscitó un problema con la empresa FRIPUR. Hasta el día de hoy esta empresa desconoce 
totalmente el derecho positivo y negativo de la ley de libertad sindical y de la Constitución. 


Aquí se plantea el tema puntual de diez o doce trabajadores. Como dijeron los representantes de FRIPUR, 
ellos tienen una bolsa de trabajo de cuatrocientos trabajadores, pero no hay ni siquiera uno afiliado 
oficialmente al sindicato. ¿Eso no es represión sindical? Creo que esta preocupación la tenemos todos los que 
estamos aquí. 


Como trabajadores y como dirigentes sindicales no tenemos ningún derecho a imposibilitar a un trabajador el 
ingreso a su fuente de trabajo por el hecho de no estar afiliado al sindicato. Es más: tenemos barcos con 
convenios colectivos donde hay más de un 30% de trabajadores no afiliados al sindicato y trabajan 
libremente. La empresa en la que trabaja les hace el carné de acceso a puerto. Creo que la solución pasa por 
dar forma a la bolsa de trabajo, y así el tema de la libertad sindical y del acceso a puerto se solucionarían. 
Sería totalmente irresponsable decir que se puede entrar libremente al recinto portuario cuando se están 
implementando medidas de seguridad a nivel mundial que aplican todos los países de la Comunidad Europea 
y de América del Sur, y plantear que la responsabilidad es únicamente de quienes tienen que administrar y 
garantizar la seguridad del puerto. 


SEÑOR POZZI.- Empezamos a coincidir en algo con el Partido Nacional y con el Partido Colorado, 
que plantearon el tema del SUNTMA y la posibilidad de vetar la entrada de la gente a puerto. Estamos 
de acuerdo en que no es el SUNTMA que veta la entrada de gente al puerto, sino que hay otras 
disposiciones. Al SUNTMA se le otorga la posibilidad de que sus afiliados puedan entrar a puerto, 
haciéndose responsable por eso. Aquí se plantea el tema de cómo la ANP se arregla con el resto de la 
gente que no tiene la posibilidad de estar en una empresa ni de estar afiliada al SUNTMA, pero 
necesita trabajar. 


La Prefectura es la encargada del registro del personal de la marina mercante. En ese sentido, pienso que esa 
responsabilidad habría que sacarla de ese ámbito lo antes posible. Cuando planteamos el tema a la ANP se 
nos dijo que una solución sería que todo aquel tripulante inscripto en ese registro tuviera acceso al puerto. Se 
entendió que eso podría ser contrario a las reglamentaciones internacionales en materia de seguridad. La ANP 
manifestó que nunca se le había planteado ese tema, porque la gente entraba al Puerto porque trabajaba en la 
empresa Montecon o en una empresa suministradora de agua, o estaba afiliada al SUNTMA, y por un lado o 
por el otro obtenía el carné de ingreso. 


El problema de estos cuatro trabajadores que hicieron la denuncia es que no forman parte de ninguna 
empresa proveedora de servicios ni están afiliados, y tienen necesidad de trabajar. Esto no se había planteado 
a la ANP, que cuando vino quedó en buscar soluciones. Para nosotros, la solución más sencilla sería que todo 
aquel tripulante que figurara en el registro de marina mercante pudiera entrar al Puerto para poder buscar 
trabajo. Dicen que eso puede chocar con las normas internacionales de seguridad que fijó la OMI a partir del 
11 de setiembre. Eso tendrán que analizarlo jurídicamente quienes estén encargados de esa tarea. 


Lo que sacamos en limpio de todo esto fue que la ANP iba a buscar la manera de ver cómo protegía los 
derechos de esta gente que legítimamente quiere ingresar al Puerto a buscar trabajo y que por estas 
disposiciones y por no calzar en ninguna de las soluciones que hay no puede hacerlo. Por lo menos sabemos 
que el SUNTMA no vetó a estas personas para la entrada al Puerto. 


SEÑOR FRANCO.- Nosotros desafiamos a que alguien traiga una resolución de los organismos del 
sindicato en el sentido de no permitir el acceso a los barcos a los no sindicalizados. El sindicato está 
conformado por un conjunto de organismos y sus resoluciones se hacen públicas inmediatamente 
después de tomadas. No hay una sola resolución en la historia del sindicato por la que no se permita 
subir a bordo de un barco a un rompehuelgas o a alguien que haya traicionado a la clase trabajadora. 
Por supuesto no nos vamos a hacer los distraídos, hay códigos, y los trabajadores también tenemos 
nuestros códigos. Nosotros no vamos a responder por las decisiones personales que tomen los 
trabajadores marítimos, que responden a esos códigos. Como organización no nos hacemos 
responsables porque los organismos del sindicato no han tomado la decisión de discriminar. 
Desafiamos a quien hace ese tipo de denuncia a traer alguna resolución del sindicato de la asamblea 
general, de la dirección nacional o del organismo que fuere en ese sentido. 


La otra cuestión es que aquí hay mecanismos para obtener documentación de la gente de mar en los que el 
sindicato no interviene, y esto también nos ha traído problemas. Queremos insistir en la necesidad de que el 
Parlamento realice una investigación parlamentaria sobre la complejidad del sector pesquero. Lo venimos 
pidiendo desde la salida de la dictadura, pero nadie le pone el cascabel al gato. Todos sabemos que en el 
sector hay hijos y entenados. Entonces, queremos que se haga una investigación parlamentaria sobre el tema 
de fondo, inclusive lo relativo al vacío jurídico que existe en la relación laboral. 


Para que un trabajador obtenga un permiso de embarque tiene que presentar una carta de la empresa que lo va 
a embarcar. Con eso va a la Prefectura, donde se le exige las vacunas al día, carné de salud, etcétera. Así 
obtiene su permiso de embarque que lo acredita como aprendiz de marinero o como aprendiz de pescador. 
Inclusive, hay quienes vienen a afiliarse al sindicato sin experiencia de mar. Lo llamamos "permiso seco". 
Hasta en la propia Prefectura le dicen que una vez obtenido el permiso tiene que ir a afiliarse al sindicato. 
Nosotros les decimos que luego de embarcarse una vez y de decidir que van a vivir de la pesca, pueden 
afiliarse si los presentan dos compañeros. Muchos han obtenido su permiso de embarque, han salido a 
embarcar y al salir de la escollera se dan cuenta de que la pesca no es para ellos. Entonces, no vienen a buscar 
el permiso ni la ropa, y no aparecen más por el muelle. Es decir que primero deben tener una experiencia de 
mar, para ver cómo es esa vida, y luego ser presentador por dos compañeros para afiliarse. 


Después de tener 180 días de navegación efectiva, pueden canjear su permiso como aprendiz nosotros lo 
llamamos "grumete" por la libreta de navegación que los acredita como marinero pescador o como marinero 
mercante. A partir de ahí tiene que hacer los cursos de la Organización Marítima Internacional, sin lo cual no 
puede embarcar. Y no fue el SUNTMA el que los inventó. La OMI ha establecido protocolos que determinan 
que hay que tener ciertos conocimientos de primeros auxilios, de combate de incendios, etcétera. Sin esos 
cursos no pueden navegar. Es más: los cursos tienen una validez de cinco años. Nosotros estamos 
permanentemente negociando con la Prefectura Nacional Naval para que permita seguir navegando a 
aquellos que han hecho el curso hace cinco años. La Prefectura está obligando a que vuelvan a hacer los 
cursos. Esta es la discusión y llevaría un capítulo lo relativo a los convenios con la JUNAE, con la UTU, 
etcétera para obtener los permisos. El SUNTMA no tiene responsabilidad. Simplemente ha tratado de 
negociar con esos organismos para que se contemple la particularidad de nuestros afiliados. 


SEÑOR CABRERA.- ¿Me permite? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos sesionando en forma antirreglamentaria. La sesión de Cámara ya 
ha comenzado, así que la Mesa solicita a los señores Diputados que sean breves. 


SEÑOR CABRERA.- Dado que no existe ninguna resolución que establezca que no se embarcará a 
trabajadores que no sean afiliados, debo concluir que el SUNTMA no tiene ningún tipo de 
inconveniente en que sus afiliados se embarquen junto a trabajadores no sindicalizados. 


SEÑOR FRANCO.- No tenemos ningún inconveniente. Es más: nos gustaría que hubiese reciprocidad, 
por ejemplo, en los barcos de FRIPUR, y que los afiliados al SUNTMA pudieran embarcar libremente. 
Inclusive, podemos darles una lista de los trabajadores la puedo encabezar con mucho orgullo que son 
discriminados por algunas empresas. Se ha llegado a desembarcar patrones que nos eligen para 
embarcar. Esto se da por el hecho de ser dirigentes sindicales, afiliados al sindicato, haber reclamado 
en su momento o haber hecho un juicio a la empresa. Se les ha dicho: 'Si embarcás a ese hombre, me 
dejás el barco". Hasta han sido despedidos patrones de pesca por embarcar a personas sindicalizadas. 


Entonces, nosotros no ponemos ningún reparo en que se embarque a personas sindicalizadas, pero nos 
gustaría que hubiese reciprocidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del SUNTMA. 


Creo que quedó clara mi posición. No fue mi intención meterme en las decisiones del sindicato ni cuestionar 
que el SUNTMA otorgue el permiso. Lo que queremos es la libertad de trabajo y el ingreso al Puerto de 
aquellas personas no afiliadas al sindicato. Para ello seguiremos trabajando. 


Cuando las autoridades de la ANP concurrieron a esta Comisión mostraron una resolución de la Prefectura 
Nacional Naval que establecía que el permiso de mar no alcanzaba. Creo que todos estamos de acuerdo en 
trabajar en este sentido. 


SEÑOR FRANCO.- Nosotros estamos reuniéndonos con la ANP para buscar una salida que pensamos 
puede ser la creación de una bolsa de trabajo, de acuerdo con lo que establece el Convenio N” 9 de la 
OIT. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ANP se comprometió con esta Comisión para tener una solución 
aproximadamente en un mes. 


Varias veces se planteó el tema de FRIPUR. Quiero aclarar que esta Comisión tomó cartas en el asunto sobre 
la base de una serie de denuncias que hizo el SUNTMA y citó a las autoridades de la empresa. Tenemos lo 
blanco y lo negro: los trabajadores nos dicen que hay poco menos que una dictadura y ellos nos dicen que 
están casi en el mejor de los mundos posibles. 


(Diálogos) 
——- Les recomiendo leer la versión taquigráfica de esa sesión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


